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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 318/2021-1

CUMPLIMIENTO DE AMPARO 670/2021 

ACTOR: 
**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

REGISTRADOR DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL NOVENO DISTRITO JUDICIAL DE CERRITOS, SAN LUIS POTOSÍ 
Y OTRA AUTORIDAD.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., quince de junio de dos mil veintidós.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 318/2021-1 y en cumplimiento a la ejecutoria de Amparo Directo Administrativo número 670/2021, emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y Administrativa del Noveno Circuito, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintiuno de mayo de dos mil veintiuno, se tuvo a**********demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDADES DEMANDADAS: 

- Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí.
- Registrador del Instituto Registral y Catastral del Noveno Distrito Judicial en Cerritos, San Luis Potosí. 
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del ocho de septiembre  de dos mil veintiuno, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por la parte demandada, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
III.- El veinte de septiembre de dos mil veintiuno, se dictó resolución definitiva por la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, misma que decretó Sobreseimiento por los motivos y razones ahí contenidos. 

Inconforme con la determinación anterior, el demandante promovió juicio de amparo, mismo que conoció el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y Administrativa del Noveno Circuito, quedando registrado con el número ********** cuya sentencia fue emitida el veintiséis de mayo de dos mil veintidós, en la que se Amparó y Protegió al actor para los efectos ahí señalados.

En cumplimiento a la misma, mediante auto del trece de junio de dos mil veintidós, esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa dejó insubsistente la resolución dictada el veinte de septiembre de dos mil veintiuno, por lo que en ese mismo auto, se turnó para elaborar el proyecto de nueva resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el  siguiente: 

**********
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a ********** de este expediente, documento al que es de otorgarle valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

  TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 
 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que si bien es cierto, el acto impugnado se encuentra directamente dirigido al ********** no menos cierto lo es que la respuesta dada en dicho acto, derivó de una petición realizada por **********, Notario Público Número Uno en Cerritos, San Luis Potosí, para obtener la certificación de libertad de gravamen  de un contrato de compraventa celebrado entre el hoy actor ********** como vendedor y el **********como comprador de un predio rústico denominado “**********
De acuerdo a la situación del actor en relación con la petición y la respuesta emitida a dicha petición, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio la nulidad del acto señalado como impugnado. 

Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran acreditadas en este juicio, conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportaron para tales efectos el documento que contiene el nombramiento que las acredita como tal, según constancias que obran a fojas de la 42 de este expediente. 

CUARTO.-  De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas toda y cada una de las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 04 a la 07 y 30 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis la siguiente jurisprudencia: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

 SEXTO.- En cumplimiento a la ejecutoria de Amparo Directo emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y Administrativa del Noveno Circuito número 670/2021, se ordenó a éste Tribunal  lo siguiente:

1.- Deje insubsistente la sentencia del veinte de septiembre de dos mil veintiuno y en su lugar.

2.- Se dicte otra en la que se prescinda de considerar únicamente en lo que respecta al quejoso  ********** que carece de interés legítimo para promover juicio de nulidad en contra del acto cuya nulidad demandó y;

3.- Hecho lo anterior, resolver lo que en derecho corresponda.    
Pues bien, el punto número 1 ha quedado cumplido, puesto que como ha quedado señalado en el Resultando III de esta resolución, mediante auto del trece de junio de dos mil veintidós, esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dejó insubsistente la resolución dictada el veinte de septiembre de dos mil veintiuno.

En cuanto el punto 2, ha quedado señalado que el actor, sí cuenta con legitimación para demandar la nulidad del acto señalado como impugnado, de acuerdo a los motivos que ya fueron expuestos en el Considerando Tercero de la presente resolución.

Así las cosas se tiene que el acto a impugnar lo es:

**********

Ahora bien, para efectos de combatir el acto en cita, dentro de un Primer Concepto de Impugnación, los ahora demandantes hicieron valer agravios en el sentido de que la autoridad responsable para negar la certificación de la libertad de gravamen y las anotaciones del primer aviso preventivo, fue incongruente con las propias normas que señala como fundamento, ya que dice que la escritura está debidamente registrada ********** 

Que la escritura en mención fue materia de inspección por el propio registro público en el año de ********** , considerando dicha autoridad la procedencia de la misma, cuya consecuencia fue ser un documento de fecha cierta, fehaciente, de firmas autógrafas, con testigos instrumentales, con sus pagos correspondientes, debidamente empadronada y certificadas sus firmas por la Lic. Ma. Sara R. de Bernal, Juez Mixto de Primera Instancia en funciones de Notario Público por Ministerio de Ley, que entonces, la propia autoridad que acepto el registro, ahora rechaza la certificación de inexistencia o existencia de gravámenes y su aviso preventivo de venta.

Que la autoridad no puede revocar sus propias determinaciones de manera unilateral sobre un acto válido y eficaz que fue materia de estudio, que el rechazo no puede ser en perjuicio del gobernado como un instrumento arbitrario o abuso de poder por parte de la autoridad administrativa sin juicio previo, donde se determine la invalidez de la inscripción  definitiva que en su momento se dictó.

Que la escritura inscrita fue definitiva, por lo que contrario a lo que dice la demandada, no existe obligación de llevar un Juicio Extraordinario Civil  o procedimiento judicial alguno para el registro definitivo.

Que entonces, su caso no se encuentra en los extremos del artículo 54 Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el cual habla de escrituras fehacientes que no cuenten con inscripción, porque si la escritura privada tiene antecedente registral, es ilógico e incongruente promover precisamente juicio extraordinario civil por inscripción definitiva cuando éste ya la tiene. 
Que la demandada refiere que la escritura que se adjuntó como pruebas en copia certificada, debe estar otorgada para su validez en escritura pública y que se fundamenta en el artículo 2148 del Código Civil del Estado, pero que el citado Código permitía que los actos de compra venta fueran en escrituras públicas o privadas y lo establecía en el artículo 2147 de dicho Código.

Que entonces la demandada no atendió el principio de irretroactividad de la ley, siendo incorrecta la norma aplicada, pues se sabe que ahora solo se permite que las compraventas sean en escritura pública, pero que eso mismo no puede ser aplicada hacia atrás en el tiempo, pues sus efectos comienzan al momento de la entrada en vigor de la norma, de lo contrario, no existiría la seguridad jurídica y generaría incertidumbre en los actos que celebraron los particulares en tiempos posteriores. (F. 04 Y 05)

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario remitirnos al acto que se impugna, el cuál se encuentra agregado en autos a ********** del expediente en que se actúa, con la finalidad de conocer las consideraciones legales en que se basó la demandada para su emisión, del cual se tiene lo siguiente:    

	Causa del rechazo
	“SE RECHAZA EN RAZÓN DE QUE EL ANTECEDENTE REGISTRAL QUE PROPORCIONA DERIVA DE UN **********EL CUAL NO CUENTA CON ANTECEDENTES REGISTRALES POR LO CUÁL DEBERA CONTAR CON LAS FORMALIDADES NECESARIAS, DERIVADO QUE EL CONTRATO DE COMPRAVENTA DE BIENES INMUEBLES REQUIERE PARA SU VALIDEZ, QUE EL MISMO SEA OTORGADO EN ESCRITURA PÚBLICA. EN CONSECUENCIA DE LO ANTERIOR, DEBERÁ DE PROMOVER JUICIO EXTRAORDINARIO CIVIL, PARA EFECTO DE ELEVAR A ESCRITURA PÚBLICA Y DEFINITIVA EL ANTECEDENTE REGISTRAL PROPORCIONADO.   

	Fundamento
	ARTÍCULOS 47, 49, 50, 54 Y 56 DE LA LEY DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE CATASTRO PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ, ARTÍCULO 414 FRACCIÓN XIX, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y ARTÍCULO 2148 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI   


En atención a los agravios expuestos en relación con el acto que se impugna, a juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, el Concepto de estudio es fundado de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

Primeramente, se tiene que de acuerdo a lo manifestado por la parte actora, en su escrito original de demanda de nulidad, particularmente en el capítulo de HECHOS, el acto en mención derivó de una solicitud de certificación de libertad de gravamen que en su momento presentó el Notario Público Número Uno de Cerritos San Luis Potosí, ante el Instituto Registral y Catastral del Estado, respecto del contrato de compraventa celebrado entre el hoy actor **********
La solicitud en mención se encuentra agregada en autos a ********** del expediente en que se actúa, documento al que es de otorgarle valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y con el que se acredita que desde ese momento, fue señalado que el predio en mención, cuenta con la **********
Entonces, la respuesta dada por parte de la autoridad demandada en el sentido de que “SE RECHAZA EN RAZÓN DE QUE EL ANTECEDENTE REGISTRAL QUE PROPORCIONA DERIVA DE UN ********** EL CUAL NO CUENTA CON ANTECEDENTES REGISTRALES”, no es acorde para con lo originalmente solicitado.

De lo anterior, se aprecia que la autoridad demandada apreció en forma equivocada lo peticionado en la solicitud **********que en su momento presentó el Notario Público Número Uno de Cerritos San Luis Potosí, ante el Instituto Registral y Catastral del Estado, respecto del contrato de compraventa celebrado entre el hoy ********** 
Esto es, se solicitó una certificación de libertad de gravamen del predio en mención, no así una inscripción de un bien inmueble.

Tan es así que en esa misma solicitud, quedaron señalados los datos de inscripción del bien inmueble a que se alude como lo son **********
Entonces, la respuesta contenida en el acto que se impugna atenta contra los derechos de los demandantes, al dejarlos en estado de indefensión al coartarles el derecho de poder obtener las escrituras del ********** 
Por otro lado dice el actor que la escritura en mención fue materia de inspección por el propio registro público en el año de **********, considerando dicha autoridad la procedencia de la misma, cuya consecuencia fue ser un documento de fecha cierta, fehaciente, de firmas autógrafas, con testigos instrumentales, con sus pagos correspondientes, debidamente empadronada y certificadas sus firmas por la Lic. Ma. Sara R. de Bernal, Juez Mixto de Primera Instancia en funciones de Notario Público por Ministerio de Ley, que entonces, la propia autoridad que acepto el registro, ahora rechaza la certificación de inexistencia o existencia de gravámenes y su aviso preventivo de venta.
Es fundado el agravio en mención, puesto que para efectos de probar tal manifestación, aportó como medio de prueba **********
Dicho contrato se encuentra agregado en autos a **********CERTIFICÓ, que las firmas que calzan el documento, son auténticas por haber sido puestas en su presencia y que los contratantes ratificaron entre sí el contenido de la escritura en mención.

De ahí que le asista la razón a la parte actora, cuando manifiesta que el documento en mención es de fecha cierta, fehaciente, de firmas autógrafas, con testigos instrumentales que fueron certificados por una autoridad competente para ello como lo fue el Juez Mixto de Primera Instancia de Cerritos, San Luis Potosí quien actuó por Ministerio de Ley.
Además, dicho contrato de compraventa del que se consignó la escritura, quedó debidamente registrado ante el Registro Público **********   

Entonces, es cierto lo que dice el actor en el sentido de que  la autoridad no puede revocar sus propias determinaciones de manera unilateral, ya que el contrato en mención ya fue validado por la propia autoridad, pues inclusive, se llevó a cabo la **********el expediente en que se actúa, inclusive, **********por lo que entonces, con la respuesta dada en el acto que se impugna, está determinando la invalidez de una inscripción definitiva, lo que hace ilegal el acto en cuestión.
   En las condiciones en que fue dada la respuesta contraria a una solicitud de Libertad de Gravamen, no es procedente que **********, porque según lo manifestado por la demandada, para que éste sea válido debe ser OTORGADO EN ESCRITURA PÚBLICA, pues se insiste, el contrato de compraventa del que se consignó la escritura y que en su momento celebraron los ********** como comprador del predio rústico en mención, quedó registrado **********
En consecuencia, es ilegal lo señalado por la demandada en el acto que se impugna, en el sentido de que para otorgar la libertad de gravamen que en su momento fue solicitada, se DEBERÁ DE PROMOVER JUICIO EXTRAORDINARIO CIVIL, PARA EFECTO DE ELEVAR A ESCRITURA PÚBLICA Y DEFINITIVA EL ANTECEDENTE REGISTRAL PROPORCIONADO.   
Ahora, veamos el fundamento legal en que se basó la demandada para emitir el acto en cuestión y que lo fueron los ARTÍCULOS 47, 49, 50, 54 Y 56 DE LA LEY DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE CATASTRO PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ, ARTÍCULO 414 FRACCIÓN XIX, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y ARTÍCULO 2148 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI .
Para efectos de hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario transcribir tales artículos  y que dicen: 

LEY DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE CATASTRO PARA EL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ.

ARTÍCULO 47. Las solicitudes presentadas por los notarios, interesados o los mandatos de los jueces o autoridades administrativas, deberán expresar con claridad los datos registrales de los bienes motivo de la certificación, su ubicación, medidas y colindancias, titulares registrales, y además, expresar con precisión el periodo con que ésta se solicita. En caso contrario no se expedirá documento alguno hasta en tanto se aclare la solicitud, orden judicial o administrativa, respectiva.

ARTÍCULO 49. El Registro deberá elaborar, suspender o denegar la inscripción, en un término no mayor a quince días naturales. 

ARTÍCULO 50. Cuando la documentación presentada no contenga los datos o no cumpla con los requisitos previstos en esta Ley y su Reglamento, el Registrador deberá prevenir mediante notificación al interesado y por una sola vez, para que dentro del término de diez días hábiles subsane la omisión. Notificada la prevención se suspenderá el plazo para que el Registrador resuelva, y se reanudará a partir del día hábil inmediato siguiente a aquél en que el interesado subsane la omisión. En el supuesto de que no se desahogue la prevención en el término señalado, el Registrador desechará la solicitud de inscripción.

ARTÍCULO 54. Tratándose de bienes inmuebles que consten en escrituras privadas fehacientes, para lograr su inscripción deberá llevarse a cabo procedimiento judicial, a efecto de que el juzgado de la jurisdicción del inmueble emita resolución en la que ordene su registro. 

ARTÍCULO 56. El Registrador denegará la inscripción de los actos que se presenten a registro, en cualquiera de los casos siguientes: 

I. Cuando se trate de actos que no sean inscribibles por disposición de esta Ley u otros ordenamientos legales; 

II. Cuando el contenido de los asientos inscritos en el Registro Público de la Propiedad no coincida plenamente con el acto cuya inscripción se solicita; 

III. Cuando falte algún requisito que no sea subsanable y que deba constar en la forma precodificada para efectos de su registro, de acuerdo con esta Ley y su Reglamento, o

 IV. Cuando se trate de bienes inmuebles del dominio del Estado y municipios y que estos sean susceptibles de enajenación y se carezca de la previa autorización del Congreso del Estado.
Pues bien, de una interpretación en lo individual y en su conjunto de los artículos señalados, se advierten que los artículos 47, 49 y 50, se encuentran en el Capítulo VII, de la ley en comento, dentro el Procedimiento de Registro Sección Primera, denominada Solicitud de Registro.
Esto es, que son artículos encaminados a los interesados cuando se solicita la inscripción de un bien inmueble, pues inclusive refieren que no se expedirá documento alguno hasta en tanto se aclare tal solicitud, pudiendo suspender o denegar la inscripción y que, cuando la documentación presentada no contenga los datos o no cumpla con los requisitos previstos en esta Ley, el Registrador deberá prevenir al interesado para que subsane la omisión.

Sin embargo, el caso que nos ocupa no encuadra en esas hipótesis, puesto que lo que se solicitó fue una **********, no así una solicitud de inscripción.

Por otro lado, si bien es cierto que el artículo 54 señala que tratándose de bienes inmuebles que consten en escrituras privadas fehacientes, para lograr su inscripción, deberá llevarse a cabo procedimiento judicial, a efecto de que el juzgado de la jurisdicción del inmueble emita resolución en la que ordene su registro. 
Sin embargo, también es muy cierto que tal artículo no puede ser aplicable de manera retroactiva en perjuicio de los demandantes, en el entendido de que la ley en cita es posterior a la fecha en que fue celebrado **********
Se dice lo anterior, toda vez que de las pruebas aportadas se desprende la escritura debidamente registrada bajo **********
Entonces, si la ley en cita fue publicada en el Periódico Oficial del Estado en 11 de julio del año 2009, es claro que las disposiciones en ella contenidas son aplicables a partir de la fecha de su publicación, motivos por los cuáles se considera que su aplicación al caso que nos ocupa es ilegal, puesto que se está aplicando respecto de derechos adquiridos con anterioridad a su entrada en vigor, ocasionando con ello perjuicio en la esfera jurídica de los demandantes.  

Al aplicarse dicha ley al caso que nos ocupa, la consecuencia jurídica del acto que se impugna, deviene ilegal, puesto que se fundó en una ley no vigente en el momento de ocurridos los hechos, apreciando un conflicto de la aplicación de la norma en el tiempo, sin que con ello se genere un beneficio para el actor. 

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

RETROACTIVIDAD DE LA LEY Y APLICACIÓN RETROACTIVA. SUS DIFERENCIAS.

El análisis de retroactividad de las leyes implica estudiar si una determinada norma tiene vigencia o aplicación respecto de derechos adquiridos o situaciones jurídicas acaecidas con anterioridad a su entrada en vigor. En cambio, el análisis sobre la aplicación retroactiva de una ley supone la verificación de que los actos materialmente administrativos o jurisdiccionales estén fundados en normas vigentes, y que en caso de un conflicto de normas en el tiempo se aplique la que genere un mayor beneficio al particular.

Por su parte, el artículo 56 de la ley en comento de la misma manera que los anteriores, resulta inaplicable al caso en particular, porque se encuentra encaminado a denegar la inscripción de los actos que se presenten a registro, ya que no se está en esa hipótesis, pues se insiste, lo que se solicitó fue una Libertad de Gravamen, no así una inscripción.  

En lo que se refiere al artículo 414 fracción XIX, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, señala al respecto lo siguiente:

ART. 414.- Se tramitarán como juicios extraordinarios:
XIX.- Los que tengan por objeto las inscripciones o cancelaciones de las mismas, en las oficinas del Registro Público de la Propiedad.
Se advierte que el artículo y fracción en cita se encuentra en el capítulo de  los Juicios Extraordinarios, en donde se señalan Reglas Generales para tales juicios, los que tiene por objeto las inscripciones o cancelaciones de las mismas, en las oficinas del Registro Público de la Propiedad.
Sin embargo, el caso que nos ocupa, no se encuentra en esa hipótesis, reiterando una vez más que **********
Que lo que se solicitó fue una Libertad de Gravamen, del predio en mención no así una inscripción. 

Entonces, el citado artículo y su fracción, no son aplicables al caso que nos ocupa.

Por último, el artículo  2148 del Código Civil del Estado de San Luis Potosí, al respecto señala lo siguiente: 

ART. 2148.- El contrato de compraventa de bienes inmuebles, requiere para su validez, que el mismo sea otorgado en escritura pública.

Al respecto es aplicable el criterio anterior, en el sentido de que no se solicitó la validez de un contrato de compraventa para que le sea  otorgado en escritura pública, sino lo que se solicitó fue una libertad de gravamen de un predio que ya cuenta con escrituras privadas, tal y como ha quedado señalado con anterioridad. 
Además, es importante hacer mención que el antecedente registral del ********** y que lo que se solicitó ante la demandada fue una Libertad de Gravamen, del citado predio, a efecto de que ese certificado fuera utilizado para el otorgamiento de escritura en el último contrato señalado, de ahí lo fundado de este Concepto de Impugnación.

Por otra parte, en su escrito de ampliación de demanda, la parte actora dice que la demandada se extralimita en sus funciones, ya que se le olvida que sus actos son meramente declarativos y no constitutivos como lo menciona el artículo 12 de la ley de la materia.

A juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria considera que le asiste la razón al actor, ya que la obligación del Registro Público es llevar a cabo las inscripciones de los actos jurídicos y, sus efectos son meramente declarativos y no constitutivos, entonces, tomando en cuenta la respuesta dada en el acto que se impugna, la autoridad demandada se extralimitó en sus funciones, puesto que de acuerdo al citado artículo, al tener el carácter de declarativo, ninguna inscripción convalida los actos o contratos que sean nulos conforme a las leyes, por lo que en todo caso, sería un tercero quien demande la cancelación de una inscripción que ya está registrada, como lo es el caso que nos ocupa.  

Ahora bien, para efectos de acreditar que lo que se solicito fue una Libertad de Gravamen del predio en cita y que el mismo, ya contaba con una inscripción ante el Registro Público, la parte actora ofreció como medios de prueba, copia certificada de los siguientes documentos: 

1.- **********
2.- **********
3.- **********
4.- **********
5.- **********    

A todos y cada uno de esos documentos, se les concede pleno valor probatorio en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y con los que se acredita lo en ellos contenidos. 

Esto es, que con la prueba documental primera, se acredita **********
********** Juez Mixto de Primera Instancia en funciones de Notario Público por Ministerio de Ley, CERTIFICÓ, que las firmas que calzan el documento son auténticas, por haber sido puestas en su presencia y que los contratantes ratificaron entre sí el contenido del contrato en mención.

Con la prueba documental segunda, se acreditan los trámites que se han realizado respecto del contrato de la escritura de referencia como lo son, el ********** los derechos notariales así como los pagos realizados por los interesados, entre otras cosas.   

Por su parte con la prueba documental tercera, relativa a la Manifestación Catastral, se acredita que se encuentra dirigida al Director General de Catastro, Palacio de Gobierno de San Luis Potosí, en donde se señalan los datos del propietario del predio denominado  **********
Por lo que se refiere a la prueba documental cuarta, consistente en el **********signado por el Juez de Primera Instancia Encargado del Registro Público de la Propiedad y de Comercio y dirigido al Director del Registro Agrario Nacional, se acredita que el Juez en cita informó al Director que en esa fecha de su emisión y que lo fue **********
Por último, la prueba documental quinta, se acredita que **********CERTIFICÓ que una vez hecha la búsqueda en los libros que llevaba esa Oficina a su cargo del predio que se menciona, se encuentra libre de responsabilidad y gravamen y que el pago que se causó al Estado por ese concepto, quedó acreditado con el **********,expedido por la Oficina Subalterna de Renta de esa ciudad.

Así mismo, se acredita que con esa misma fecha **********
Ahora bien, tales medios de prueba fueron aceptados y consentidos por parte de la demandada, puesto que en el escrito de contestación de demanda, las hizo suyas y con las que dice se trató de un contrato privado de compraventa, el cuál dice que no cuenta con las formalidades para su validez y que el rechazo emitido en el acto que se impugna se encuentra fundado y motivado.

Argumento que es improcedente, pues si bien es cierto que en la fecha en que se celebró ********** no menos cierto lo es que los contratos privados de esa naturaleza que se celebraban en ese tiempo, no requerían de más formalidades que la voluntad de las partes, siendo suficiente para que se presentaran ante el Registro Público a realizar el trámite de inscripción correspondiente, como lo es el presente caso.

Por ello, es por lo que se considera que los artículos y normas que la demandada le aplicó para la negativa de la Libertad de Gravamen, no son aplicables, porque fueron disposiciones nuevas que se emitieron con posterioridad a la fecha en que se llevó el contrato privado de compraventa, el cual como ha quedado tantas veces señalado en esta resolución, ********** como lo es el caso que nos ocupa. 

En conclusión, en virtud de que los hechos que fueron señalados en la solicitud de Libertad de Gravamen, fueron apreciados en forma equivocada, lo que trajo en consecuencia que el acto que se impugna haya sido emitido en contravención con las disposiciones que han quedado señaladas en esta resolución, lo que arroja la nulidad del acto que se combate, encuadrando el presente asunto en la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
En atención a lo anterior, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente ********** mediante la cuál la demandada expresó su negativa a lo solicitado por la actora, tal como se acredita con el acto que se combate, por ende se decreta su NULIDAD para el efecto de que la demandada, deje sin efecto legal alguno el acto combatido y en su lugar, emita un nuevo acto, tomando en cuenta los razonamientos vertidos en la presente resolución, para el efecto de lo cual se deberá:

- Tomar en consideración las pruebas aportadas en la presente instancia.
- Resolver  en congruencia con lo  efectivamente planteado de manera fundada y motivada.  
De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informen sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la NULIDAD del acto impugnado de acuerdo a los razonamientos y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.
TERCERO.- Con copia certificada de la presente resolución, infórmese al Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y Administrativa del Noveno Circuito en el Estado, sobre el cumplimiento de la Ejecutoria de Amparo Directo número 670/2021. 

CUARTO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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